
TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017318  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXV.3o.1 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. LA RESOLUCIÓN QUE CONFIRMA LA 
DETERMINACIÓN DE APROBAR O RECHAZAR SU SOLICITUD E, INCLUSO, EN EL PRIMER 
SUPUESTO TAMBIÉN APRUEBA EL PLAN DE REPARACIÓN O LO MODIFICA, NO PONE FIN AL 
JUICIO, POR LO QUE NO ES RECLAMABLE EN LA VÍA DIRECTA, LUEGO ENTONCES ES 
COMPETENCIA DEL JUZGADO DE DISTRITO O TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO EN LA VÍA 
INDIRECTA. 
 
De los artículos 184, fracción II y 191 a 200 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se 
advierte que la suspensión condicional del proceso es un mecanismo autocompositivo, al requerirse de 
un acuerdo entre el imputado y el Ministerio Público, cuya finalidad consiste en paralizar el 
procedimiento y conducir a la conclusión del conflicto penal, mediante el pago de la reparación del 
daño y el cumplimiento del imputado de una o varias de las condiciones indicadas por el Juez, cuya 
observancia generará la extinción de la acción penal en delitos específicamente determinados. Por el 
contrario, si el imputado decide incumplir con las obligaciones pactadas en el acuerdo, o incurre en 
alguna causa de revocación de la suspensión del proceso, asumirá como consecuencia la reanudación 
del proceso penal con todo lo que implica: enfrentar un juicio y una eventual condena, con la limitante 
de que la información que se genere como producto de esos mecanismos alternativos no podrá ser 
utilizada dentro del proceso penal. En ese contexto, se concluye que la resolución que confirma la 
determinación del Juez de control en el que resuelve la solicitud de la suspensión condicional del 
proceso, ya sea que la apruebe o la rechace y, en el primer supuesto también autorice el monto del 
plan de reparación del daño propuesto por el imputado o lo modifique, no está en el supuesto a que se 
refiere la fracción I del artículo 170 de la Ley de Amparo, pues no es una sentencia o resolución que 
ponga fin al juicio; por tanto, en términos de los artículos 35, 36 y 107, fracción V, de la ley de la 
materia, es competencia del Juzgado de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito, en la vía indirecta. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017317  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XIII.P.A.5 A (10a.)  
 
SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AGRARIA. 
SUPUESTO EN EL QUE NO SE REQUIERE DE LA AUTORIZACIÓN DE LA ASAMBLEA GENERAL 
DEL NÚCLEO DE POBLACIÓN. 
 
En el artículo 63, fracción I, de la Ley de Amparo se establece que procede el sobreseimiento en el 
juicio cuando el quejoso se desista de la acción constitucional y se ratifique ante la presencia judicial; 
luego, su párrafo segundo prevé que, tratándose de la materia agraria, se requerirá autorización de la 
asamblea general del núcleo ejidal o comunal, cuando el acto reclamado tenga como consecuencia 
privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o 
núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal. Por tanto, de una 
interpretación a contrario sensu de dicha fracción, se obtiene que cuando el acto reclamado no verse 
sobre alguno de esos supuestos, será innecesario que la asamblea general del núcleo de población, 
como órgano máximo, otorgue su anuencia con dicho desistimiento para sobreseer en el juicio por esa 
causal. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017316  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: XXII.P.A.26 P (10a.)  
 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO POR LA COMISIÓN DE DELITOS EN LOS QUE SE 
INVOLUCRAN DERECHOS DE MENORES VÍCTIMAS INDIRECTAS. CUANDO EXISTE UN 
CONFLICTO DE INTERESES ENTRE QUIENES EJERCEN LA PATRIA POTESTAD Y TIENEN LA 
CUSTODIA DE LOS INFANTES, LA AUTORIDAD DEBE PONDERAR EL INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR SOBRE EL ORDEN DE PRELACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 108 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A FIN DE HACER EFECTIVO ESTE DERECHO 
HUMANO. 
 
Conforme al artículo 4o., párrafos noveno y décimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el Estado debe garantizar plenamente los derechos de los niños, y los ascendientes, 
tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de esas prerrogativas. Por 
ello, cuando se vean involucrados derechos de menores víctimas indirectas de la comisión de un delito 
conforme al artículo 4 de la Ley General de Víctimas, la autoridad deberá ponderar el interés superior 
del menor sobre el orden de prelación previsto en el artículo 108 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, para hacer efectivo el derecho a la reparación integral del daño, 
principalmente cuando existe un conflicto de intereses entre quienes ejercen la patria potestad y tienen 
la custodia de los menores. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017315  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXVII.3o.66 C (10a.)  
 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO EN LOS CASOS DE INDEMNIZACIÓN. DEBE CONTENER 
LAS CALIFICATIVAS DE SUFICIENTE Y JUSTA, PARA QUE EL AFECTADO PUEDA ATENDER 
TODAS SUS NECESIDADES. 
 
El derecho a una indemnización integral es un derecho sustantivo, cuya extensión debe tutelarse en 
favor de los gobernados, y que no debe restringirse en forma innecesaria. Por tanto, una 
indemnización limitada a topes o tarifas por el legislador no es justa, porque es el Juez quien debe 
cuantificarla con base en criterios de razonabilidad, pues es quien conoce las particularidades del caso 
y, por ende, puede concretarla con justicia y equidad. En consecuencia, la reparación integral del 
daño, en los casos de indemnización, debe contener las calificativas de suficiente y justa, para que el 
afectado pueda atender todas sus necesidades, de manera que le permita llevar una vida digna. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017314  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: XVII.2o.1 L (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO PARAPROCESAL EN MATERIA LABORAL. NO ES LA VÍA IDÓNEA PARA 
HACER EFECTIVO EL COBRO DE UN TÍTULO DE CRÉDITO. 
 
De conformidad con el artículo 982 de la Ley Federal del Trabajo, los procedimientos paraprocesales 
no tienen la naturaleza de dilucidar conflicto jurisdiccional alguno, sino únicamente el de solicitar la 
intervención de la Junta para obtener una declaración, la exhibición de alguna cosa, o bien, que se 
lleve a cabo alguna diligencia; por tanto, es improcedente que por el procedimiento referido pretenda 
abrirse la fase ejecutiva para hacer efectivo el cobro de un título de crédito, aun cuando la apertura de 
aquél se haya solicitado para que se pusiera a disposición del actor el título señalado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017313  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.1o.A.39 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO INSTAURADO CONTRA UN ELEMENTO DE SEGURIDAD 
PÚBLICA POR INCUMPLIR LOS REQUISITOS DE PERMANENCIA. EL EFECTO DEL AMPARO 
PARA QUE SE DEJE INSUBSISTENTE, INCLUYE TAMBIÉN LAS ANOTACIONES O 
INSCRIPCIONES DE ACTAS DENTRO DEL SISTEMA NACIONAL DE PLATAFORMA MÉXICO, EN 
DONDE CONSTE UNA NOTA ANÁLOGA A UNA FICHA DE NO APROBADO, ASÍ COMO 
ORDENAR EL ARCHIVO DEL ASUNTO COMO CONCLUIDO, AUN CUANDO NO SE HUBIERA 
ESPECIFICADO ASÍ EN LA EJECUTORIA. 
 
De conformidad con los artículos 192, 196 y 201 de la Ley de Amparo, las ejecutorias que otorgan la 
protección constitucional deben cumplirse sin exceso ni defecto, lo que implica el análisis y precisión 
de sus alcances y efectos en el recurso de inconformidad, a partir de la interpretación del fallo 
protector, con la finalidad de restituir al agraviado en sus derechos humanos violados, esto es, 
retrotraer todos los efectos y consecuencias que hubiera generado el acto considerado 
inconstitucional. Por tanto, si se concedió el amparo para el efecto de que se deje insubsistente todo el 
procedimiento administrativo instaurado contra un elemento de seguridad pública por incumplir los 
requisitos de permanencia, ello se refiere no sólo al acta con la que aquél se inició, a los exámenes de 
control de confianza y al reporte final, sino también a las anotaciones o inscripciones de actas dentro 
del Sistema Nacional de Plataforma México, en donde conste una nota análoga a una ficha de no 
aprobado, así como ordenar el archivo del asunto como concluido, aun cuando no se hubiera 
especificado así en la ejecutoria, ya que ello se encuentra inmerso en el debido cumplimiento del 
amparo, para restituir al quejoso en sus derechos violados. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017312  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.165 L (10a.)  
 
PENSIONES POR ASCENDENCIA Y POR VIUDEZ. PARA RESOLVER CUÁL DEBE PREVALECER 
CUANDO SE ESTÁ EN PRESENCIA DE UN MISMO HECHO GENERADOR Y AQUÉLLAS FUERON 
DETERMINADAS EN CONVENIOS CELEBRADOS CON EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL EN MOMENTOS Y EXPEDIENTES DISTINTOS, DEBE ATENDERSE A LOS GRADOS DE 
PRELACIÓN PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 149 Y 159 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 
DEROGADA. 
 
Cuando el Instituto Mexicano del Seguro Social, en momentos y expedientes laborales distintos, 
celebre con los actores convenios que tengan un mismo hecho generador, como lo es el fallecimiento 
de un trabajador y producen consecuencias diversas, pero autónomas, como el otorgamiento de una 
pensión por ascendencia, en un caso y, en el otro la de viudez, si bien dichos acuerdos de voluntades 
fueron sancionados por separado ante el tribunal laboral competente y, por ende, constituyen derechos 
a favor de sus suscriptores y gozan de igual jerarquía, lo cierto es que se trata de resoluciones 
contradictorias que tutelan pensiones que se contraponen entre sí, en términos de los artículos 149 y 
159 de la Ley del Seguro Social derogada; por consiguiente, no pueden subsistir ambas, jurídica ni 
lógicamente, sino que una debe excluir a la otra, por estar referidas a un mismo hecho generador. En 
consecuencia, para determinar qué pensión debe prevalecer, debe atenderse a los grados de 
prelación por exclusión previstos en las disposiciones aludidas, de las que se colige que la de viudez 
rige sobre la de ascendencia, ya que ésta solamente se otorgará cuando no existan viuda (o), 
huérfanos ni concubina (o) con derecho a pensión. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017311  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.166 L (10a.)  
 
PENSIÓN POR VIUDEZ. ES IMPROCEDENTE ACUMULAR A SU MONTO LAS PENSIONES QUE 
EL ASEGURADO DISFRUTÓ (CESANTÍA EN EDAD AVANZADA E INCAPACIDAD PERMANENTE 
PARCIAL), AL TENER UN ORIGEN Y REQUISITOS DIFERENTES, ASÍ COMO PERSEGUIR 
FINALIDADES DISTINTAS. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 104/2017 
(10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN DE VIUDEZ. PARA EL CÓMPUTO DE SUS INCREMENTOS 
DEBE TOMARSE COMO BASE LA LEY VIGENTE EN EL MOMENTO DE SU OTORGAMIENTO.", 
sostuvo que no es posible que las pensiones de origen de que gozaba el trabajador fallecido y la 
pensión por viudez se traten de una misma prestación, porque atienden a finalidades diferentes y los 
presupuestos para su obtención son distintos, pues mientras la jubilación, el retiro por edad y tiempo 
de servicios, cesantía en edad avanzada e invalidez (pensiones de origen) obedecen a una 
prerrogativa concedida a la o el asegurado cuando, por distintas razones, deja de trabajar, la pensión 
de viudez es la consecuencia de la muerte de la o el pensionado; tiene como fin garantizar la 
subsistencia del cónyuge supérstite y, si bien todas ellas, como prestaciones de seguridad social, 
tienden a la protección de la subsistencia y la salud de sus titulares, lo cierto es que los requisitos que 
deben satisfacerse para acceder a cada una atienden a circunstancias específicas, motivo por el cual, 
el hecho de que la pensión por viudez se encuentre supeditada a la existencia de otra previa, no 
significa que se configure causahabiencia en el caso del o la cónyuge supérstite, de suerte que se 
incorpore íntegramente en su esfera jurídica la pensión que en vida disfrutó el o la pensionada ni que 
el momento en que se concede la pensión de origen también sea aquel en que el viudo o la viuda 
hubiera adquirido su pensión por viudez. Así, cuando el trabajador fallecido era beneficiario de dos 
pensiones, una de cesantía en edad avanzada y otra por incapacidad permanente parcial, y a la viuda 
se le otorga una pensión de viudez, valuada en un noventa por ciento (90%) con base en la pensión de 
cesantía en edad avanzada que en vida disfrutó el finado trabajador, al amparo de la Ley del Seguro 
Social derogada no puede adicionarse o acumularse a dicha pensión la diversa de incapacidad parcial 
permanente que en vida también disfrutó el trabajador fallecido, a la de viudez, pues no existe 
causahabiencia en la medida en que aquéllas no pueden transmitirse a ésta por el mismo hecho 
generador, ya que persiguen finalidades distintas. Además, las pensiones por cesantía e incapacidad 
permanente parcial se excluyen entre sí pero, ya sea en uno u otro casos, la forma de calcular la 
pensión por viudez se da para ambos escenarios, conforme a los artículos 153 y 167 de la ley citada, 
esto es, con base en una sola regla, como lo es, el noventa por ciento (90%) de la pensión de 
invalidez, de vejez o de cesantía en edad avanzada, que el pensionado fallecido disfrutaba; o de la que 
hubiere correspondido al asegurado en el caso de invalidez, conforme al promedio salarial de las 
últimas 250 semanas de cotización. En el entendido de que actuar de distinta manera, sería tanto 
como duplicar los fondos para refaccionar la pensión de viudez en un supuesto no previsto por la 
norma (suma de dos ramos de aseguramiento para una misma pensión de viudez). 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 29 de junio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017308  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de junio de 2018 10:35 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.13o.A.9 A (10a.)  
 
POLICÍA FEDERAL. EL RÉGIMEN GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS, PREVISTO EN LA LEY FEDERAL RELATIVA, VIGENTE HASTA 
EL 18 DE JULIO DE 2017, ES INAPLICABLE A LOS MIEMBROS DE ESE ÓRGANO 
ADMINISTRATIVO DESCONCENTRADO QUE INTEGRAN EL SERVICIO PROFESIONAL DE 
CARRERA POLICIAL. 
 
De conformidad con los artículos 21 y 73, fracción XXIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, corresponde al Congreso de la Unión expedir la ley que establezca y organice a las 
instituciones de seguridad pública en materia federal, y la actuación de las instituciones de seguridad 
pública se rige por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos. En ese contexto, la Ley de la Policía Federal es reglamentaria del 
primero de los preceptos constitucionales citados, y de sus artículos 14 a 18 se advierte que la relación 
entre la institución y su personal se rige por el apartado B del artículo 123 constitucional, así como por 
la propia ley, conforme a la cual, los integrantes de la corporación pueden ser separados de su cargo 
por incumplimiento a los requisitos de permanencia, o removidos por incurrir en responsabilidad en el 
desempeño de sus funciones o incumplimiento a sus deberes; asimismo, prevén que la carrera policial 
es independiente de los nombramientos para desempeñar cargos administrativos o de dirección. En 
estas condiciones, los integrantes de la Policía Federal deben sujetar su conducta a los principios 
constitucionales mencionados y el procedimiento por infracciones a su régimen disciplinario inicia por 
solicitud fundada y motivada del responsable de la Unidad de Asuntos Internos, dirigida al presidente 
del Consejo Federal de Desarrollo Policial, y culmina con la resolución que emite el propio consejo, 
como órgano facultado para aplicar las sanciones consistentes en amonestación, suspensión o 
remoción, previstas en el artículo 20 de la ley señalada. Por tanto, el hecho de que la Policía Federal 
sea un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, no significa que el 
régimen general de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, previsto en la ley 
federal relativa, vigente hasta el 18 de julio de 2017, sea aplicable a los integrantes de la Policía 
Federal que tienen un régimen especial sancionatorio cuando incurren en responsabilidad por 
conductas contrarias a sus deberes, que la ley que la rige y su reglamento califican como infracciones 
disciplinarias, de modo que es competencia exclusiva del consejo referido imponer sanciones a 
quienes integran el Servicio Profesional de Carrera Policial. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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NORMAS DE CÁRACTER GENERAL EMITIDAS POR LOS COMITÉS TÉCNICOS DE CENTROS 
FEDERALES DE READAPTACIÓN SOCIAL. CUANDO EXCLUYEN DE UNA PRERROGATIVA A 
UN SECTOR DE LA POBLACIÓN PENITENCIARIA Y SU JUSTIFICACIÓN NO ES OBJETIVA NI 
RAZONABLE, TRANSGREDEN EL DERECHO A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. 
 
Del artículo 22, fracción I, del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social, se 
advierte que es atribución de los comités técnicos de dichos centros, entre otras, proponer medidas de 
carácter general para la adecuada administración, organización y operación del centro federal 
correspondiente. Ahora bien, la norma de carácter general emitida en una sesión en la que el comité 
técnico de un centro federal de readaptación social, que otorga una prerrogativa a los familiares de los 
reclusos extranjeros, en la que puedan remitir televisores y accesorios al centro carcelario mediante 
correo, excluyendo a los reclusos nacionales, que se enfrentan a obstáculos similares que los 
extranjeros para entregar personalmente en el penal esos bienes, transgrede el derecho a la igualdad 
y a la no discriminación establecido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Ello, debido a que dicho precepto constitucional prohíbe la discriminación derivada del 
origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas, siendo incompatible toda situación que a un determinado grupo, se le otorgue algún 
privilegio sin que se encuentre justificada objetiva y razonablemente; luego, si la justificación a ese 
privilegio recae en el hecho de que para los consanguíneos de reclusos extranjeros es más difícil y, en 
ocasiones, imposible que puedan acudir al centro de readaptación, aquélla no es objetiva ni razonable, 
en tanto que esa dificultad o imposibilidad puede darse a familiares de presos nacionales, que por 
razones de distancia, económicas, de salud, laborales o alguna otra, no puedan acudir al centro 
carcelario a depositar bienes. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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INTERNOS DEL CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN SOCIAL NÚMERO TRECE, CON 
RESIDENCIA EN MIAHUATLÁN, OAXACA. AL CONTAR CON EL MECANISMO DE PREVISIÓN 
SOCIAL DE SALUD QUE LES PROPORCIONA DICHO CENTRO, ES IMPROCEDENTE 
INCORPORARLOS AL SISTEMA DE PROTECCIÓN SOCIAL DE SALUD DE DICHA ENTIDAD. 
 
De conformidad con el artículo 4o., párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, toda persona tiene derecho a la protección de la salud, y la ley definirá las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud. Ahora bien, de la interpretación sistemática de los 
artículos 1o., 4o. y 18 de la Constitución Federal, se advierte que las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud de los reclusos, deberán definirse por la normatividad aplicable. Por 
otro lado, de los artículos 49 al 55 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social, 
deriva que los internos del Centro Federal de Readaptación Social Número Trece, con residencia en 
Miahuatlán, Oaxaca, cuentan con un mecanismo de previsión social de salud, esto es, con un área de 
servicios médicos cuyo objeto es velar por su salud física y mental; por ende, es improcedente 
incorporarlos al Sistema de Protección Social de Salud de la entidad. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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FLAGRANCIA. EL ARTÍCULO 105, PÁRRAFO PRIMERO, INCISO B), DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE QUERÉTARO ABROGADO, AL 
ESTABLECER QUE LA DETENCIÓN DEL INDICIADO PUEDE REALIZARSE INMEDIATAMENTE 
DESPUÉS DE EJECUTADO EL HECHO DELICTUOSO (CUASIFLAGRANCIA), SI EN BREVE 
TIEMPO Y SIN MAYOR INVESTIGACIÓN, ALGUIEN LO SEÑALA COMO RESPONSABLE Y SE 
ENCUENTRA EN SU PODER EL OBJETO DEL DELITO, EL INSTRUMENTO CON QUE APAREZCA 
COMETIDO, O HUELLAS O INDICIOS QUE HAGAN PRESUMIR FUNDADAMENTE SU 
INTERVENCIÓN EN LA COMISIÓN DEL ILÍCITO, NO AUTORIZA LA DETENCIÓN BAJO LA 
FIGURA DE "FLAGRANCIA EQUIPARADA", POR LO QUE ES CONSTITUCIONAL Y 
CONVENCIONAL. 
 
Conforme al precepto mencionado, existe flagrante delito cuando: 1) El indiciado es detenido 
inmediatamente, en el momento de estarlo cometiendo (flagrancia) y 2) Inmediatamente después de 
ejecutado el hecho delictuoso (cuasiflagrancia); este caso contiene los dos supuestos siguientes, 
cuando: a) Aquél es perseguido materialmente, o b) En breve tiempo y sin mayor investigación, alguien 
lo señala como responsable y se encuentra en su poder el objeto del delito, el instrumento con que 
aparezca cometido, o huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su intervención en la 
comisión del delito. Ahora bien, lo establecido en este último inciso (referido a la hipótesis de 
señalamiento hacia el sujeto activo), cumple con los requisitos contenidos en los artículos 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 9 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, 9, numerales 1 y 4, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, I y XXV de la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 7, numerales 2, 3 y 6, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, porque no autoriza la detención del sujeto activo 
del delito bajo la figura de la "flagrancia equiparada", ni deja al arbitrio de la autoridad ministerial y/o 
jurisdiccional la interpretación del "breve tiempo" para que ejecute la detención, ya que pone como 
condición un requisito de inmediatez temporal, el cual suprime la idea de que las personas puedan ser 
detenidas sin la orden respectiva después de varias horas posteriores a la comisión de los hechos; 
siendo que esta porción normativa se condicionó exclusivamente a lo que resulte inmediato o se acaba 
de hacer, lo que implica que sólo puede detenerse a la persona señalada como autora de un delito en 
los instantes inmediatos siguientes a los que se ha realizado el ilícito; del mismo modo, el "breve 
tiempo" no es un concepto abierto ni puede entenderse como largo lapso de horas, tampoco se trata 
de una concepción laxa o permisiva, sino que se mantiene adherida a la inmediatez y máxima cercanía 
con la ejecución de los hechos, pudiendo realizarse la detención por cuasiflagrancia, por señalamiento, 
sin mayor investigación y se encuentre en poder del activo el objeto del delito, instrumento, huellas o 
indicios que hagan presumir fundadamente, su intervención en la comisión del ilícito; de ahí que la 
porción normativa en estudio respeta los derechos humanos de libertad y debido proceso y, por tanto, 
es constitucional y convencional. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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DICTÁMENES OFICIALES EMITIDOS EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA. FORMAS DE 
PERFECCIONAMIENTO Y VALIDACIÓN, CUANDO POR LA TEMPORALIDAD TRANSCURRIDA, 
EXISTE IMPOSIBILIDAD PARA SU RATIFICACIÓN ANTE EL JUEZ POR LOS PERITOS QUE LOS 
SUSCRIBIERON [APLICACIÓN DE LAS TESIS AISLADAS 1a. LXIV/2015 (10a.), 1a. XXXIV/2016 
(10a.) Y DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 62/2016 (10a.)]. 
 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las tesis aisladas y de jurisprudencia 
citadas, sostuvo que eximir a los peritos oficiales de ratificar sus dictámenes vulnera el derecho 
fundamental a la igualdad procesal, por lo que los rendidos ante el Ministerio Público deben ratificarse 
ante el Juez por quienes los suscribieron, para perfeccionarlos y sean considerados como prueba de 
cargo válida; asimismo, estableció que la falta de ese requisito, en tanto constituye un vicio formal, no 
da lugar a considerarlos como pruebas ilícitas ni a su exclusión del material probatorio, pues puede 
subsanarse mediante la ratificación por el o los peritos que los suscribieron, vía reposición del 
procedimiento. Sin embargo, en la práctica se presentan situaciones que imposibilitan la ratificación de 
los dictámenes oficiales emitidos en la averiguación previa, debido a que por la temporalidad 
transcurrida, los peritos que los suscribieron fallecieron, ya no trabajan en la dependencia 
gubernamental y no pueden ser localizados, o existe imposibilidad física o material para presentarse 
ante el Juez. En esas condiciones, en aplicación de dichos criterios, cuando en amparo directo se 
reclame la sentencia de segunda instancia que confirmó la condenatoria de primer grado, y se advierta 
que existen dictámenes oficiales no ratificados y se presenten los imponderables señalados, deben 
seguirse las siguientes formas de perfeccionamiento y validación: a) Debe decretarse que existe 
imposibilidad para que los peritos que los emitieron los ratifiquen, porque para ese momento 
fallecieron, ya no trabajan en la dependencia gubernamental respectiva y no fue posible su 
localización, o tienen alguna imposibilidad física o material para presentarse ante el Juez a ratificar su 
opinión técnica; y, b) El Juez de la causa deberá proceder de la siguiente forma: i) en la hipótesis de 
que la pericial pueda ser repetida, por estar disponible el objeto o materia sobre el que recayó, por ser 
factible su conservación, en el estado en que se emitió la pericial, debe proveerse lo conducente para 
que el Ministerio Público proponga un perito que, con vista en el objeto correspondiente, emita una 
nueva opinión técnica y, en su caso, ratifique su contenido; ii) si la prueba pericial es irrepetible, por no 
estar disponible el objeto o materia sobre el que recayó, porque haya desaparecido o se hubiese 
destruido, pero existan otras pruebas vinculadas con el dictamen, donde se haga o se aprecie la 
descripción de objetos o cualquier otra circunstancia apreciable por los sentidos, en las que se 
describan elementos que puedan ser de utilidad para realizar diverso dictamen, debe proveerse lo 
conducente para que el Ministerio Público proponga un perito que, con vista en los dictámenes cuya 
ratificación se pretende y en los elementos de prueba existentes en autos, vinculadas con las 
periciales citadas, emita su opinión y, en su caso, ratifique su contenido; y, iii) en el supuesto de que la 
pericial sea irrepetible por las razones indicadas, y no existan otras pruebas que sean de utilidad para 
emitir otra, se declarará la imposibilidad de su ratificación y se dará intervención a otro experto para 
que emita su opinión sobre el dictamen existente y, de ser el caso, la ratifique. Lo anterior, en el 
entendido de que en cada una de estas hipótesis, la prueba será valorada al prudente arbitrio del Juez 
de la causa. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LAS DOCUMENTALES QUE EXHIBA EL 
CONTRIBUYENTE PARA DESVIRTUARLA, ÚNICAMENTE DEBEN CUMPLIR CON LOS 
REQUISITOS DE LA LEY QUE REGULA EL ACTO JURÍDICO A QUE SE REFIEREN, SIN QUE 
DEBAN SER DE FECHA CIERTA. 
 
La estimativa indirecta de ingresos establecida en el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal de la 
Federación, es una presunción que admite prueba en contrario, lo cual permite al contribuyente 
desvirtuarla cuando soporta documentalmente en su contabilidad el registro de los depósitos bancarios 
correspondientes; sin embargo, la legislación fiscal no establece como condición de efectividad que 
esa documentación comprobatoria sea de fecha cierta. Por tanto, en aras de garantizar el derecho 
fundamental de seguridad jurídica previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, debe considerarse que las documentales que exhibe el contribuyente para 
contrarrestar una determinación presuntiva de ingresos, únicamente deben cumplir los requisitos de la 
ley que regula el acto jurídico a que se refieren, sin que deban satisfacer la condición señalada. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 
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DERECHO A UNA DEFENSA TÉCNICA ADECUADA. EL HECHO DE QUE EL JUZGADOR 
CONMINE A LAS PARTES A SUJETARSE A LOS PRINCIPIOS Y REGLAS DEL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO, NO SE TRADUCE EN UNA DETERMINACIÓN TENDENTE A CUESTIONAR LA 
CAPACIDAD TÉCNICA DEL DEFENSOR DEL IMPUTADO, NI REPRESENTA UNA DISPOSICIÓN 
QUE LO PREVENGA PARA DESIGNAR OTRO. 
 
De la interpretación literal de los artículos 121, párrafo primero, 17, párrafos primero, segundo y último, 
y 134, fracciones I y II, del Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte el deber común de 
los Jueces de resolver los asuntos sometidos a su consideración con la debida diligencia, dentro de los 
términos previstos en la ley, y con sujeción a los principios que rigen la función jurisdiccional; 
determinación que se traduce en la obligación del juzgador de respetar, garantizar y velar por la 
salvaguarda del derecho fundamental del imputado a una defensa técnica adecuada en el proceso 
penal acusatorio; deber que se extiende al grado de prevenir al imputado, cuando se advierta la 
manifiesta y sistemática incapacidad técnica de su defensor, para que designe uno diverso. Sin 
embargo, para cumplir con sus deberes, el juzgador, también cuenta con la facultad de conminar a las 
partes a sujetarse a los principios y reglas del proceso penal acusatorio, lo que no se traduce en una 
determinación tendente a cuestionar la capacidad técnica del defensor que representa al imputado, 
mucho menos en una disposición encaminada a prevenirlo para que designe otro pues, en este caso, 
es pertinente evidenciar que fue manifiesta y sistemática la incapacidad del defensor que había 
nombrado, conceptos que deben someterse a un ejercicio de razonabilidad. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO 
CIRCUITO. 
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DERECHOS DE SANEAMIENTO AMBIENTAL. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN EN LOS QUE EL RETENEDOR CUESTIONA LA CONSTITUCIONALIDAD DE SU 
PAGO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). 
 
Los artículos 132 Bis a 132 Quinquies de la Ley de Hacienda del Municipio de Solidaridad, del Estado 
de Quintana Roo establecen la obligación de: (i) los usuarios de cuartos y/o habitaciones en hoteles, 
posadas o casas de huéspedes, hostales y moteles, de pagar los derechos de saneamiento ambiental; 
y, (ii) los prestadores directos del servicio de hospedaje de retenerlo, proporcionar mensualmente 
datos e informes relacionados con dicho tributo y enterarlo. En ese sentido, la imposición del pago de 
esa contribución no vulnera algún derecho fundamental de los prestadores del servicio de hospedaje, 
en razón de que el ingreso retenido y enterado a la hacienda municipal pertenece al usuario del 
servicio y es éste quien, en todo caso, puede controvertir la obligación de pago de la contribución 
mencionada. Por tanto, son inoperantes los conceptos de violación en el amparo promovido contra los 
preceptos señalados, en los que los retenedores de los derechos de saneamiento ambiental 
cuestionen la constitucionalidad de su pago, ya que se encuentran imposibilitados jurídicamente para 
controvertirlo, al no ser los causantes directos. Lo anterior, no obstante que el fisco local pueda 
exigirles el pago de las contribuciones que los usuarios hubieren dejado de pagar, o una retención 
efectuada y no enterada, determinándoles, en su caso, un crédito por ese concepto, ya que ello no 
deriva del hecho de que éstos sean los causantes del tributo, sino del vínculo creado por su 
responsabilidad solidaria. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o.54 A (10a.)  
 
DERECHOS DE SANEAMIENTO AMBIENTAL. LOS ARTÍCULOS 132 BIS A 132 QUINQUIES DE 
LA LEY DE HACIENDA DEL MUNICIPIO DE SOLIDARIDAD, DEL ESTADO DE QUINTANA ROO 
QUE LOS ESTABLECEN, SON DE NATURALEZA AUTOAPLICATIVA PARA LOS PRESTADORES 
DIRECTOS DEL SERVICIO DE HOSPEDAJE. 
 
Del artículo 107, fracción I, de la Ley de Amparo se advierte la posibilidad de los gobernados de 
impugnar normas generales mediante el juicio de protección de derechos fundamentales a partir de 
dos momentos: a) con motivo de su sola vigencia; o, b) contra el primer acto de aplicación. En el 
primer caso, las normas son autoaplicativas, ya que basta con que la persona se ubique en los 
supuestos previstos en un determinado ordenamiento para que, por su sola entrada en vigor, le 
obligue a hacer o dejar de hacer algo, lo cual afecta su esfera jurídica sin necesidad de un ulterior acto 
de autoridad. En el segundo caso, son heteroaplicativas, pues requieren la emisión de un acto de 
autoridad posterior a la emisión de la norma. Por su parte, los artículos 132 Bis a 132 Quinquies de la 
Ley de Hacienda del Municipio de Solidaridad, del Estado de Quintana Roo establecen el derecho de 
saneamiento ambiental, por el cual, los prestadores directos del servicio de hospedaje deben retener, 
proporcionar información y enterar esa contribución, habida cuenta que son considerados como 
responsables solidarios de los usuarios (causantes directos) hasta por el monto del tributo. Así, las 
obligaciones aludidas, para actualizarse, no requieren de un acto concreto de aplicación, pues 
establecen una serie de conductas exigibles a los prestadores del servicio de hospedaje que son de 
observancia inmediata, de modo que forman parte de su esfera jurídica desde que entraron en vigor, 
representando así una modificación en su esfera de derechos. En ese sentido, no sería idóneo 
condicionar el análisis de la regularidad constitucional de los artículos mencionados a que se efectúe el 
pago de la habitación, pues el núcleo de la norma es un conjunto de obligaciones dirigidas a los 
prestadores del servicio, las que inciden en su esfera de derechos con la sola entrada en vigor, por lo 
cual, los preceptos referidos son de naturaleza autoaplicativa. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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DERECHOS DE SANEAMIENTO AMBIENTAL. LOS PRESTADORES DIRECTOS DEL SERVICIO 
DE HOSPEDAJE TIENEN INTERÉS JURÍDICO PARA RECLAMAR EN EL AMPARO LOS 
ARTÍCULOS DE LA LEY DE HACIENDA DEL MUNICIPIO DE SOLIDARIDAD, DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO QUE LES ESTABLECEN DIVERSAS OBLIGACIONES, EN SU CARÁCTER DE 
RETENEDORES DE DICHA CONTRIBUCIÓN. 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 61, fracción XII y 5o., fracción I, de la Ley de Amparo, 
se colige que para la procedencia del juicio de protección de derechos fundamentales el quejoso debe 
acreditar tener un interés jurídico que se afecte por un acto de autoridad; esto es, ser titular de un 
derecho subjetivo público. Así, tratándose de normas generales autoaplicativas, ese requisito se colma 
cuando el inconforme acredita ubicarse en los supuestos en los que la disposición de observancia 
general trasciende por su sola entrada en vigor pues, de lo contrario, no le causará perjuicio a su 
esfera de derechos y conllevaría la improcedencia del juicio constitucional. Por su parte, los artículos 
132 Ter, 132 Quáter y 132 Quinquies de la Ley de Hacienda del Municipio de Solidaridad, del Estado 
de Quintana Roo establecen el derecho de saneamiento ambiental que deberán pagar los usuarios del 
servicio de hospedaje, en el cual, los prestadores directos de ese servicio tendrán la obligación de 
retener, proporcionar información y enterar esa contribución, habida cuenta que son considerados 
como responsables solidarios de aquéllos hasta por el monto del tributo señalado. En ese sentido, los 
prestadores del servicio de hospedaje, en su carácter de retenedores, tienen interés jurídico para 
reclamar la constitucionalidad de los preceptos mencionados, pues éstos afectan su esfera jurídica 
desde que entraron en vigor, porque las obligaciones aludidas, que antes no tenían, representan una 
modificación en el ámbito tributario en que se desarrollan. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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DERECHOS DE SANEAMIENTO AMBIENTAL. LAS PÁGINAS WEB QUE REALIZAN 
ACTIVIDADES DE INTERMEDIACIÓN PARA EL HOSPEDAJE NO ESTÁN SUJETAS A LAS 
OBLIGACIONES DE RETENCIÓN, INFORMACIÓN Y ENTERO RELATIVAS, QUE 
CORRESPONDEN A LOS PRESTADORES DIRECTOS DEL SERVICIO (LEGISLACIÓN 
APLICABLE AL MUNICIPIO DE SOLIDARIDAD, QUINTANA ROO). 
 
Los artículos 132 Ter, 132 Quáter y 132 Quinquies de la Ley de Hacienda del Municipio de Solidaridad, 
del Estado de Quintana Roo prevén que los prestadores del servicio de hospedaje tienen como 
obligaciones: i) retener el derecho de saneamiento ambiental, a cargo de los usuarios de hoteles, 
posadas o casas de huéspedes, hostales y moteles al momento de pagar, por cuarto y/o habitación, 
por noche de ocupación, ya sea que el pago se efectúe por adelantado, al momento del registro, o al 
de la salida; ii) proporcionar mensualmente, a través de las formas aprobadas por la Tesorería 
Municipal, datos e informes relacionados con esa contribución, lo cual deben realizar a más tardar el 
día diecisiete del mes inmediato posterior al que corresponda dicha información; y, iii) enterar el 
derecho –al momento de proporcionar la información–. Por otra parte, existen diversas páginas de 
Internet que ofrecen ayuda a clientes para recabar información sobre viajes, publicar asuntos 
relacionados con éstos, participar en foros de viaje interactivos y hacer la reservación de alojamientos 
en diversos lugares; funciones que tienen como objeto la intermediación –a través de la reservación de 
habitaciones– entre personas físicas o morales y los prestadores del servicio de hospedaje, lo cual no 
implica el alojamiento, ya que carecen de un inmueble destinado a dicha función y, por ello, esas 
labores no pueden considerarse como la prestación misma del servicio en los términos previstos en los 
artículos citados. Por tanto, si los prestadores directos son los únicos que deben retener, proporcionar 
información y enterar los derechos de saneamiento ambiental, entonces, las páginas web 
mencionadas no están sujetas a dichas obligaciones, al realizar únicamente actividades de 
intermediación. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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CONFLICTOS LABORALES SUSCITADOS ENTRE EL TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE 
CHIAPAS Y SUS SERVIDORES PÚBLICOS. SU CONOCIMIENTO Y RESOLUCIÓN 
CORRESPONDEN AL PROPIO TRIBUNAL, AL CONTAR CON COMPETENCIA OBJETIVA 
ESPECIALIZADA, POR LO QUE EL HECHO DE ATRIBUIR EL DESPIDO INJUSTIFICADO AL 
ÓRGANO O A SUS MAGISTRADOS INTEGRANTES NO ACTUALIZA UNA CAUSA DE 
IMPEDIMENTO. 
 
Los artículos 101, párrafos segundo y sexto, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Chiapas; 102, numeral 3, fracción IV, y 301, numeral 1, último párrafo, del Código de Elecciones y 
Participación Ciudadana del Estado de Chiapas, establecen que el Tribunal Electoral de esa entidad es 
un organismo constitucional autónomo con competencia especializada para sustanciar y resolver los 
conflictos laborales suscitados entre él y sus servidores públicos, para garantizar el respeto a sus 
derechos laborales; asimismo, el artículo 403, apartado 2, fracción XVIII, del código citado dispone que 
los Magistrados de ese órgano jurisdiccional están impedidos para conocer de los asuntos de su 
competencia cuando se presente una causa análoga a las previstas en dicho precepto. Ahora bien, la 
sola circunstancia de que en un conflicto laboral promovido por un servidor público del Tribunal 
Electoral se atribuya a éste el despido injustificado, no es motivo suficiente para considerar que los 
Magistrados que lo integran deban abstenerse de participar en el conocimiento y la resolución del 
asunto, porque ello implicaría dejar sin efectos la competencia objetiva especializada que le otorgan 
los numerales aludidos; además, el hecho de que el Tribunal Electoral sea demandado en el juicio 
laboral, no exime a sus integrantes de respetar el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual toda persona tiene derecho a que se le 
administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que 
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 
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AUTO DE VINCULACIÓN A PROCESO. SI SE IMPUGNA EN AMPARO INDIRECTO Y LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE, AL RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO, OMITE REMITIR LA 
VIDEOGRABACIÓN DE LA AUDIENCIA DE COMUNICACIÓN DE IMPUTACIÓN –CONTENIDA EN 
DISCO VERSÁTIL DIGITAL (DVD)– QUE SE CONSIDERÓ PARA LA EMISIÓN DE AQUÉL, SIN 
QUE EL JUEZ DE DISTRITO LA RECABE OFICIOSAMENTE, ELLO CONSTITUYE UNA 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO DE AMPARO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN. 
 
De conformidad con el artículo 75 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito debe recabar oficiosamente 
las pruebas rendidas ante la responsable y las actuaciones que estime necesarias para la resolución 
del asunto. Luego, en acatamiento a esta obligación, tratándose de autos de vinculación a proceso, en 
los que su emisión se apoyó en la audiencia que contiene la comunicación de imputación, de no ser 
remitida ésta como justificación del informe rendido por la autoridad responsable, el Juez de Distrito 
está obligado a recabar oficiosamente la audiencia citada para resolver sobre el acto reclamado, toda 
vez que al tratarse de un acto derivado de un procedimiento penal de corte acusatorio y oral, debe 
verificar su análisis con base en la resolución emitida oralmente; por tanto, debe analizar las 
audiencias celebradas en la causa penal, concernientes al acto reclamado, mediante las 
videograbaciones relativas en disco versátil digital (DVD), para verificar oficiosamente si existió alguna 
violación procesal que haya afectado los derechos de alguna de las partes y que hubiera trascendido 
al sentido de la resolución; de ahí que si no las recabó de oficio, ello constituye una violación a las 
leyes del procedimiento de amparo que amerita su reposición. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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ASEGURAMIENTO VOLUNTARIO AL RÉGIMEN OBLIGATORIO DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. CORRESPONDE AL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL DEMOSTRAR LA MODALIDAD O ESQUEMA PACTADO CON LAS ENTIDADES 
PÚBLICAS ESTATALES, CUANDO UN ASEGURADO LE DEMANDE EL OTORGAMIENTO DE 
ALGUNA PRESTACIÓN Y AQUÉL LA NIEGUE, AL TENER A SU DISPOSICIÓN LOS CONVENIOS 
DE INCORPORACIÓN RESPECTIVOS. 
 
De los artículos 12, 13, fracción V, 14, 222, fracciones I y II, inciso d) y 232 de la Ley del Seguro 
Social, se advierte que el Instituto Mexicano del Seguro Social puede celebrar convenios para que los 
trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la Federación, entidades federativas y 
Municipios que estén excluidas o no comprendidas en otras leyes o decretos como sujetos de 
seguridad social, sean motivo de aseguramiento al régimen obligatorio de esa institución, los cuales, 
entre otros requisitos, deben establecer las prestaciones que se otorgarán a los asegurados y sus 
modalidades, esto es, el esquema de aseguramiento, en el que podrán incluirse, a petición de las 
entidades, todos los seguros del régimen obligatorio, o únicamente las prestaciones en especie de los 
seguros conjuntos de riesgos de trabajo, enfermedades y maternidad, por lo que la autoridad 
jurisdiccional, conforme a los artículos 783 y 784 de la Ley Federal del Trabajo, debe eximir al 
trabajador o a sus beneficiarios de la carga de probar el régimen, modalidad o esquema de 
aseguramiento bajo el cual cotice el asegurado que fue voluntariamente incorporado al régimen 
obligatorio de seguridad social, en términos del artículo 13, fracción V, citado, y arrojar la carga de la 
prueba al Instituto Mexicano del Seguro Social, pues éste cuenta con más y mejores elementos para 
acreditarlo, por tener a su disposición el convenio de incorporación que debió celebrar con la entidad 
pública de que se trate; por ende, la manifestación del instituto demandado en el sentido de que el 
actor o sus beneficiarios no tienen derecho a los beneficios del seguro de vida, porque aquél sólo 
cotizó bajo el régimen de enfermedad y maternidad, no colma dicho débito probatorio ni lo releva de 
esa carga probatoria, pues al haber sido incorporado el trabajador al régimen de seguridad social 
conforme al convenio relativo, corresponde a dicho instituto demostrar su existencia, así como sus 
términos o alcances. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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APELACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. PARA DETERMINAR SOBRE LA 
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DE VIOLACIONES A DERECHOS FUNDAMENTALES, EL 
TRIBUNAL DE ALZADA DE OFICIO DEBE ANALIZAR INTEGRALMENTE LA SENTENCIA DE 
PRIMERA INSTANCIA, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL APELANTE SE INCONFORME SÓLO 
CON UNO DE LOS ASPECTOS DE ÉSTA, Y PLASMARLO EN LA SENTENCIA QUE EMITA PUES, 
DE LO CONTRARIO, VULNERA EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL, EN SU VERTIENTE DE 
ACCESO A UN RECURSO EFECTIVO. 
 
De los artículos 20, apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 2o. del Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte que el respeto a los derechos 
fundamentales de las personas, obliga al tribunal de alzada que conozca del recurso de apelación 
promovido contra la sentencia definitiva dictada en el sistema penal acusatorio, a efectuar el estudio 
oficioso de los temas esenciales relativos a la demostración de los elementos del delito, la acreditación 
de la responsabilidad penal del acusado, así como la individualización de sanciones y reparación del 
daño, para constatar si existe o no violación en esos aspectos, aun cuando el sentenciado no los 
hubiere alegado en sus agravios, pues sólo de ese modo, esto es, examinando exhaustivamente el 
actuar del tribunal de enjuiciamiento, estaría en aptitud de verificar la existencia o inexistencia de 
violaciones a derechos fundamentales del enjuiciado, lo cual conlleva la necesidad de plasmarlo en la 
sentencia que se emita, pues la sola mención de haber efectuado el análisis integral de la resolución 
apelada no basta para brindar certeza jurídica al sentenciado. En este sentido, cuando la autoridad de 
segunda instancia no realiza el estudio de la acreditación del delito y la demostración de la 
responsabilidad penal de los enjuiciados, limitándose únicamente a responder los agravios planteados 
respecto de la individualización de las sanciones y la reparación del daño, al considerar que en 
términos del primer párrafo del artículo 461 del Código Nacional de Procedimientos Penales, quedaron 
firmes los temas que no fueron expresamente impugnados, dicho proceder vulnera el derecho humano 
de tutela judicial a un recurso efectivo, previsto en los artículos 17 de la Constitución Federal, 8, 
numeral 2, inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, respecto del cual, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, en la sentencia dictada en los Casos Herrera Ulloa vs. Costa Rica, Mohamed vs. 
Argentina y Liakat Ali Alibux vs. Suriname, determinó que, el fin del recurso es garantizar el acceso a 
un medio ordinario de defensa que otorgue la posibilidad de una revisión integral y amplia de la 
decisión impugnada, la cual debe incluir todas las determinaciones esenciales en las que se sustenta 
el fallo recurrido pues, de otra manera, el recurso sería ilusorio, al no poder revisar la actuación del 
Juez de primera instancia. En consecuencia, la autoridad de segunda instancia se encuentra obligada 
a realizar el estudio integral de la sentencia de primer grado, con independencia de que la parte 
apelante se haya inconformado sólo con uno de los aspectos de esa resolución, habida cuenta que el 
legislador federal le confirió potestad para hacer valer y reparar de oficio a favor del sentenciado, las 
violaciones a sus derechos fundamentales, encomienda que no podría cumplirse si se estimara legal la 
posibilidad de omitir el análisis de los aspectos sustanciales que conforman una sentencia en materia 
penal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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AMPARO ADHESIVO O ESCRITO DE ALEGATOS. AL PRESENTARSE DIRECTAMENTE ANTE EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, PARA DETERMINAR LA OPORTUNIDAD EN SU 
PROMOCIÓN NO DEBEN CONSIDERARSE LOS DÍAS INHÁBILES DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE. 
 
De la interpretación armónica de los artículos 181, 182 y 183 de la Ley de Amparo, se concluye que la 
presentación de la demanda de amparo adhesivo o del escrito de alegatos debe realizarse ante el 
Tribunal Colegiado de Circuito que conozca del juicio principal, como lo sostuvo el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 15/2017 (10a.), publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo I, noviembre de 2017, 
página 5, de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO ADHESIVO. LA DEMANDA RELATIVA DEBE 
PRESENTARSE ANTE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOCE DEL PRINCIPAL 
Y NO ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", dentro del plazo de 15 días que establece el primero 
de los numerales aludidos, a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación al 
tercero interesado del auto admisorio del juicio constitucional, para lo cual, deben tomarse en 
consideración únicamente los días hábiles e inhábiles que así lo sean para el órgano jurisdiccional, de 
conformidad con los artículos 19 de la ley citada y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, así como aquellos que por resolución del Consejo de la Judicatura Federal sean 
declarados como no laborables; de ahí que no deban considerarse para el cómputo de la presentación 
del amparo adhesivo o del escrito de alegatos, los días inhábiles de la autoridad responsable, en razón 
de que la colaboración de ésta se limita a actuar como auxiliar de la Justicia Federal en la recepción de 
la demanda de amparo directo principal y a verificar el emplazamiento al tercero interesado, en 
términos del artículo 178, fracciones I y II, de la propia ley, pero no participa en la recepción y trámite 
del amparo adhesivo ni de los alegatos; de manera que no existe razón para descontar los días en los 
que no hubiese laborado la autoridad responsable. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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